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Clase de acción:  Nulidad y restablecimiento del derecho 

Radicación:  52001-33-33-003-2018-00004-01 (8463) 

Demandante:  Carmen Mesías Guerrero  

Demandado:  Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario - INPEC 
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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE NARIÑO 

SALA UNITARIA DE DECISIÓN DEL SISTEMA ORAL 

 

 

MAGISTRADA PONENTE: SANDRA LUCÍA OJEDA INSUASTY 

 

San Juan de Pasto, diez (10) de noviembre de dos mil veintidós (2022). 

 

 

 

I. ASUNTO 

 

Procede el despacho a correr traslado de la solicitud de medida cautelar elevada 

por la parte accionante en escrito remitido al correo electrónico del despacho, 

previa revisión de la cuenta secretarial. 

 

 

II. ANTECEDENTES 

 

• El 23 de julio de 2019, el Juzgado Tercero Administrativo de Pasto profirió 

sentencia de primera instancia dentro del proceso de la referencia, 

accediendo parcialmente a las pretensiones de la demanda (páginas 156 a 

177 - PDF N° 001).  

 

• Este despacho admitió la apelación presentada (página 200 - PDF N° 001) 

y corrió traslado para alegar de conclusión y actualmente el asunto se 

encuentra en turno para proferir sentencia de segunda instancia (página 

213 - PDF N° 001).  

 

• Mediante escrito allegado posteriormente a la admisión de la apelación, al 

correo electrónico del despacho (carpeta de archivos N° 005 - PDF N° 001), 

la apoderada de la parte demandante presenta solicitud de medida 

cautelar de suspensión provisional de los siguientes actos:  

 

(i) Resolución No. 001172 del 15 de marzo de 2016, por la cual se 

efectúa un reconocimiento –servicios personales. 



(ii) Resolución No.006184 del 2 de diciembre de 2016, por la cual se 

efectúa un reconocimiento – pago pasivos exigibles vigencias 

expiradas. 

(iii) Resolución No. 001884 del 15 de junio de 2017, por la cual se 

resuelve recurso de reposición contra las Resoluciones Nos. 

001172 del 15 de marzo de 2016 y 006184 del 2 de diciembre de 

2016. 

 

De igual manera, solicita la suspensión del procedimiento y actuación 

administrativa consistente en el proceso de cobro coactivo No. 051/2017 

adelantado por el INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO 

INPEC en contra de la demandante, que basa su recaudo en la Resolución No. 

006184 del 2 de diciembre de 2016. 

 

• De la medida cautelar solicitada se dio cuenta al despacho por parte de la 

Secretaría de la Corporación, mediante nota secretarial que obra en el 

PDF N° 006 el día 9 de noviembre de 2022.  

 

 

III. CONSIDERACIONES: 

 

El capítulo XI de la ley 1437 de 2011, regula lo referente a las medidas cautelares, 

estableciendo la procedencia de las mismas, el contenido y los requisitos 

establecidos para su procedencia.   

 

Así, el artículo 233 del C.P.A.C.A, establece que la medida cautelar puede ser 

solicitada desde la presentación de la demanda y en cualquier estado del 

proceso.  

 

En el mismo artículo, se indica que, de la solicitud presentada en el curso del 

proceso, se dará traslado a la otra parte al día siguiente de su recepción en la 

forma establecida en el artículo 108 del Código de Procedimiento Civil. Cabe 

anotar que la norma referente a los traslados se consigna actualmente en el art. 

110 del Código General del Proceso. 

 

Ahora bien, el art. 110 en cita prevé:  

 

“Cualquier traslado que deba surtirse en audiencia se cumplirá permitiéndole a la 

parte respectiva que haga uso de la palabra. 

 

Salvo norma en contrario, todo traslado que deba surtirse por fuera de audiencia, 

se surtirá en secretaría por el término de tres (3) días y no requerirá auto ni 

constancia en el expediente. Estos traslados se incluirán en una lista que se 

mantendrá a disposición de las partes en la secretaría del juzgado por un (1) día y 

correrán desde el siguiente”. 

 



Ahora bien, aunque la norma indica que no se requiere auto, dado que el traslado 

de la medida cautelar no se ha surtido por la Secretaría de la Corporación, se 

ordenará que se dé cumplimiento a lo dispuesto en la norma citada y que se corra 

el traslado de la medida cautelar presentada por la apoderada de la señora 

Carmen Mesías Guerrero por el término de tres días, para que el INPEC tenga la 

oportunidad de pronunciarse.  

 

El traslado se publicará en el portal web de este despacho, alojado en la página de 

Internet de la Rama Judicial y los términos correrán a partir del día siguiente de su 

publicación de lo cual se dejará constancia en el expediente digital del proceso.  

 

Transcurrido el término del traslado, Secretaría dará cuenta del asunto.  

 

Por lo brevemente expuesto, el Tribunal Administrativo de Nariño en Sala Unitaria 

de Decisión,  

 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO.- ORDENAR a la Secretaría que proceda a publicar el traslado de la 

medida cautelar, por el término de tres (3) días, conforme lo dispuesto en el art. 110 

del C.G.P. para que el INPEC tenga la oportunidad de pronunciarse al respecto.   

 

La medida cautelar que se solicita es la de suspensión provisional de los 

efectos de los siguientes actos administrativos:  

 

(i) Resolución No. 001172 del 15 de marzo de 2016, por la cual se 

efectúa un reconocimiento –servicios personales. 

(ii) Resolución No.006184 del 2 de diciembre de 2016, por la cual se 

efectúa un reconocimiento – pago pasivos exigibles vigencias 

expiradas. 

(iii) Resolución No. 001884 del 15 de junio de 2017, por la cual se 

resuelve recurso de reposición contra las Resoluciones Nos. 

001172 del 15 de marzo de 2016 y 006184 del 2 de diciembre de 

2016. 

 

De igual manera, se solicita la suspensión del procedimiento y actuación 

administrativa consistente en el proceso de cobro coactivo No. 051/2017 

adelantado por el INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO 

INPEC en contra de la demandante, que basa su recaudo en la Resolución No. 

006184 del 2 de diciembre de 2016. 

 

El traslado se publicará en el portal web de este despacho, alojado en la página de 

Internet de la Rama Judicial y los términos correrán a partir del día siguiente de su 

publicación de lo cual se dejará constancia en el expediente digital del proceso.  



 

SEGUNDO.- Transcurrido el término del traslado, Secretaría dará cuenta 

inmediata del asunto, para resolver de fondo la medida cautelar solicitada.  

 

TERCERO.-  NOTIFÍQUESE la presente providencia, conforme lo dispuesto en los 

artículos 201 y 205 del C.P.A.C.A., por estados electrónicos y a los correos 

electrónicos de las partes.  

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 

 

 

 

SANDRA LUCIA OJEDA INSUASTY 

Magistrada 

 
P/LAP 
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Proceso Administrativo No. 2018-00004 - Carmen Mesías - Medida cautelar

MARÍA ANGÉLICA <maangelicahm2016@gmail.com>
Lun 27/09/2021 2:38 PM
Para: Despacho 03 Tribunal Administrativo - Nariño - Pasto
<des03tanarino@cendoj.ramajudicial.gov.co>;nicolas.gutierrez@inpec.gov.co
<nicolas.gutierrez@inpec.gov.co>;edutebas@hotmail.com <edutebas@hotmail.com>;atencionalciudadano
<atencionalciudadano@inpec.gov.co>

2 archivos adjuntos (10 MB)
petición medida cautelar - Carmen Mesias - 2018-00004.pdf; Anexos medida cautelar.pdf;

Demandante: CARMEN MESÍAS GUERRERO
Demandado: INPEC

Por medio del presente correo me permito radicar ante su despacho solicitud de decreto de medida
cautelar dentro del proceso de la referencia.

Se anexa 2 archivos en formato PDF.

-- 

Quedo atenta.

María Angélica Hernández Montenegro
Correo electrónico: maangelicahm2016@gmail.com
Celular: 3002730677 - 3217871308
Fijo: 7316888 - 7418025

mailto:maangelicahm2016@gmail.com


Pasto, 27 de septiembre de 2021. 
 
Doctora: 
SANDRA LUCÍA OJEDA INSUASTY  
MAGISTRADA PONENTE  
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE NARIÑO  
La ciudad  
 

Referencia:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
Radicación:  2018-00004 
Demandante:  CARMEN MESÍAS GUERRERO 
Demandado:  INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO – INPEC  

 
MARÍA ANGÉLICA HERNÁNDEZ MONTENEGRO, abogada en ejercicio, identificada como 
aparece al pie de mi correspondiente firma, en ejercito del poder especial conferido por 
CARMEN MESÍAS GUERRERO, por medio del presente escrito me permito solicitar se 
decreten las siguientes: 
 

MEDIDAS CAUTELARES 

 
1. La suspensión provisional de los efectos de los siguientes actos administrativos: 

 
(i) Resolución No. 001172 del 15 de marzo de 2016, por la cual se efectúa un 

reconocimiento – servicios personales. 
(ii) Resolución No. 006184 del 2 de diciembre de 2016, por la cual se efectúa un 

reconocimiento – pago pasivos exigibles vigencias expiradas. 
(iii) Resolución No. 001884 del 15 de junio de 2017, por la cual se resuelve recurso 

de reposición contra las Resoluciones Nos. 001172 del 15 de marzo de 2016 y 
006184 del 2 de diciembre de 2016. 

 
Los anteriores actos administrativos son objeto de la pretensión de nulidad dentro del 
proceso de la referencia. 

 
2. La suspensión del procedimiento y actuación administrativa consistente en el proceso 

de cobro coactivo No. 051/2017 adelantado por el INSTITUTO NACIONAL 
PENITENCIARIO Y CARCELARIO INPEC en contra de mi mandante, que basa su recaudo 
en la Resolución No. 006184 del 2 de diciembre de 2016. 

 
Fundamento mis peticiones en los siguientes: 
 

HECHOS 

 
1. El 5 de diciembre de 2017 radique físicamente demanda administrativa a través del 

medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho con sus respectivos 
anexos, solicitando: 
 
- La nulidad de los actos administrativos: i) Resolución No. 001172 del 15 de marzo de 

2016, ii) Resolución No. 006184 del 2 de diciembre de 2016 y iii) Resolución No. 
001884 del 15 de junio de 2017 expedidos por el INSTITUTO PENITENCIARIO Y 
CARCELARIO INPEC con los cuales busca el cobro de una suma de dinero. 
 

- Y, la condena al INPEC a título de restablecimiento del derecho y/o reparación de 
daño, por concepto de liquidación de prestaciones sociales por el valor de $978.582 
junto a su indexación y la declaratoria de prescripción del pago de un mayor valor si 
este existiere por concepto de liquidación de incapacidades. 

 
2. El Juzgado Tercero Contencioso Administrativo del Circuito de Pasto profirió sentencia 

de primera instancia el 23 de julio de 2019, resolviendo: 



 
“PRIMERO: DECLARAR la nulidad de los numerales segundo (2º) y tercero (3ª) de la 
Resolución 001172 de 15 de marzo de 2016, los numerales segundo (2º) y tercero (3º) 
de la Resolución  No. 006184 del 2 de diciembre de 2016 y la nulidad total de la 
Resolución 001884 del 15 de junio de 2017, que ordenó el descuento de unas sumas de 
dinero de los valores correspondientes a las prestaciones sociales de la señora CARMEN 
MESÍAS GUERRERO y le ordenaron reintegrar una suma de dinero por concepto de 
mayores valores pagados por concepto de incapacidades, (…) 
 
SEGUNDO: DECLARAR que CARMEN MESÍAS GUERRERO no adeuda suma alguna al 
Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario – INPEC por concepto de mayores valores 
pagados por incapacidades. 
 
TERCERO: ORDENAR al Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario – INPEC, el pago a 
favor de CARMEN MESÍAS GUERREO identificada con la C.C. No. 30.732.825, la suma de 
UN MILLÓN CIENTO DOS MIL TRESCIENTOS VEINTISIETE PESOS ($1.102.327), por 
concepto de prima de vacaciones, indemnización por vacaciones y bonificación por 
recreación, adeudados a la demandante. 
 
CUARTO: CONDENAR en costas al Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario – INPEC 
de conformidad con el numeral 4 del artículo 366 del C.G.P., las agencias en derechos 
deberán fijarse atendiendo las tarifas establecidas por el H. Consejo Suprior de la 
Judicatura y de conformidad con el Acuerdo PSAA16-1054 de 2016 expedido por esa 
corporación”. 

 
3. El 29 de julio de 2019 la parte demandada INPEC presentó recurso de apelación en 

contra de la decisión proferida en primera instancia.  
 
4. El 27 de septiembre de 2019 el Juzgado Tercero Administrativo del Circuito de Pasto 

concedió el recurso de apelación presentado por la parte demandada. 
 

5. El 25 de octubre de 2019 su Despacho admitió el recurso de apelación, concediendo el 
término para presentar los correspondientes alegatos. 
 

6. El proceso de la referencia se encuentra en turno para dictar sentencia de segunda 
instancia.  
 

7. Por su parte, el jefe de la oficina de asesoría jurídica del INPEC en el proceso de cobro 
coactivo No. 051/2017 profirió el auto No. 0130 del 6 de diciembre de 2018 librando 
mandamiento de pago por concepto de sumas de dinero contenidas en la Resolución 
No. 006184 del 2 de diciembre de 2016, discriminándolas de la siguiente forma: 

 
“1. 34.878.079,00 m/ce, correspondiente al valor de la deuda por pagos de más a la 
mencionada señora a través de la resolución No. 006124 del 2 de diciembre de 2016 as 
los intereses moratorios causados hasta el pago total de la deuda.  
 
2. Por las costas que se causen en el presente proceso”.  

 
8. El 20 de abril de 2021 le fue notificado a mi mandante por parte del INPEC la decisión 

contenida en el citado auto No. 0136 del 6 de diciembre de 2018. 
 

9. El 18 de mayo de 2021 radiqué electrónicamente excepciones de mérito frente al auto 
de librar mandamiento proferido en el proceso de cobro coactivo No. 051/2017.  
 

10. El 24 de agosto de 2021 se notificó a mi correo electrónico el auto No. 003 del 24 de 
agosto de 2021, por medio del cual se resolvieron las excepciones propuestas, las cuales 
fueron rechazadas, ordenando seguir adelante con la ejecución de la obligación 
contenida en el mandamiento de pago No. 0139 del 6 de diciembre de 2018 más 
intereses moratorios. 



REQUISITOS PARA DECRETAR LAS MEDIDAS CAUTELARES SOLICITADAS 

 
Las medidas cautelares invocadas son las establecidas en los numerales 2° y 3° del artículo 
230 del CPACA, el cual establece: 
 

“Contenido y alcance de las medidas cautelares. Las medidas cautelares podrán ser 
preventivas, conservativas, anticipativas o de suspensión y deberán tener relación 
directa y necesaria con las pretensiones de la demanda. Para tal efecto, el Juez o 
Magistrado Ponente podrá decretar una o varias de las siguientes medidas: 
 
2. Suspender un procedimiento o actuación administrativa, inclusive de carácter 
contractual. A esta medida solo acudirá el Juez o Magistrado Ponente cuando no 
exista otra posibilidad de conjurar o superar la situación que dé lugar a su adopción 
y, en todo caso, en cuanto ello fuere posible el Juez o Magistrado Ponente indicará 
las condiciones o señalará las pautas que deba observar la parte demandada para 
que pueda reanudar el procedimiento o actuación sobre la cual recaiga la medida. 
 
3. Suspender provisionalmente los efectos de un acto administrativo.” (Subrayado 
fuera de texto).  

 
De conformidad con lo anterior, las medidas cautelares solicitadas buscan: 
 
i) La suspensión provisional de los actos administrativos demandados para obtener su 

nulidad en el presente proceso. 
ii) La suspensión del procedimiento y actuación administrativa consistente en el 

proceso de cobro coactivo No. 051/2017 adelantado por el INSTITUTO NACIONAL 
PENITENCIARIO Y CARCELARIO INPEC en contra de mi mandante, cuya base de 
recaudo es la Resolución No. 006184 del 2 de diciembre de 2016.  
 

En torno a ello se procede a sustentar las medidas invocadas: 
 
i) FRENTE A LA MEDIDA CAUTELAR DE SUSPENSIÓN PROVISIONAL DE LOS EFECTOS 

DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS:  
 

- Resolución No. 001172 del 15 de marzo de 2016, por la cual se efectúa un 
reconocimiento – servicios personales. 

- Resolución No. 006184 del 2 de diciembre de 2016, por la cual se efectúa un 
reconocimiento – pago pasivos exigibles vigencias expiradas. 

- Resolución No. 001884 del 15 de junio de 2017, por la cual se resuelve recurso de 
reposición contra las Resoluciones Nos. 001172 del 15 de marzo de 2016 y 006184 del 
2 de diciembre de 2016. 

 
El artículo 231 del CPACA establece la procedencia de la medida cautelar de suspensión 
provisional de los efectos del acto administrativo cuya nulidad se pretenda, por “violación 
de las disposiciones invocadas en la demanda o en la solicitud que se realice en escrito 
separado, cuando tal violación surja del análisis del acto demandado y su confrontación con 
las normas superiores invocadas como violadas o del estudio de las pruebas allegadas con 
la solicitud”. 
 
En el presente caso, el sustento de la medida cautelar guarda relación con las disposiciones 
constitucionales y legales invocadas en la demanda génesis del medio de control de la 
referencia, en tanto se busca que la Jurisdicción Contenciosa proteja derechos que con la 
expedición de las Resoluciones en cita han vulnerado. 
 
Con base en dichas normas se observa la regulación existente frente al tema de las 
incapacidades por enfermedad común y el trámite a adelantar para obtener el reintegro de 
valores si estos han sido cancelados por el empleador. Conforme a ello, puede indicarse que 
existe legalmente el derecho de los trabajadores a percibir un auxilio económico cuando se 



encuentra con incapacidad para laborar, este auxilio debe cancelarse los 2 primeros días 
por el empleador en un 100% del salario y desde el tercer día hasta el 180 su reconocimiento 
está a cargo de las EPS en una proporción de las 2/3 partes del salario hasta el día 90, y del 
50% del día 91 hasta el 180. 
 
Las gestiones para el pago de las incapacidades ante las EPS le corresponden al empleador, 
para cancelar por nómina el valor reconocido. Si bien no se discute que el INPEC cumplió 
con dicha obligación, la inconformidad radica en la exigencia a mi mandante de retribuir 
dineros por haberse cancelado sumas superiores, pues tales actuaciones debieron ser 
verificadas por la entidad ante la EPS. 
 
Además, tal actuación no puede inferir la existencia de mala fe por parte de mi mandante, 
pues resulta evidente que el error en la cancelación de las incapacidades, en caso de 
verificarse, no fue producido por culpa de mi representada sino por el INPEC, quien debe 
asumir las consecuencias.  
 
En especial, porque las actuaciones que adelantan los particulares, así como de las 
autoridades públicas, se presumen con buena fe, ello ha sido reiterado por la Corte 
Constitucional en sentencias como C-1194 de 2008 y T-675 de 2011, donde ha considerado 
que: 
 

“en tanto la buena fe ha pasado de ser un principio general de derecho para 
transformarse en un postulado constitucional, su aplicación y proyección ha adquirido 
nuevas implicaciones, en cuanto a su función integradora del ordenamiento y reguladora 
de las relaciones entre los particulares y entre estos y el Estado. 
 
En este orden de ideas la jurisprudencia constitucional ha definido el principio de buena 
fe como aquel que exige a los particulares y a las autoridades públicas ajustar sus 
comportamientos a una conducta honesta, leal y conforme con las actuaciones que 
podrían esperarse de una “persona correcta (vir bonus)”[6]. En este contexto, la buena fe 
presupone la existencia de relaciones reciprocas con trascendencia jurídica, y se refiere a 
la “confianza, seguridad y credibilidad que otorga la palabra dada. 
 
En este sentido la Corte ha señalado que la buena fe es un principio que “de conformidad 
con el artículo 83 de la Carta Política se presume, y dicha presunción solamente se 
desvirtúa con los mecanismos consagrados por el ordenamiento jurídico vigente”. 
  
Concretamente con respecto al contenido concreto del artículo 83 superior, debe la Corte 
indicar que conforme con este (i) las actuaciones de los particulares y de las autoridades 
públicas deben estar gobernadas por el principio de buena fe y; (ii) ella se presume en las 
actuaciones que los particulares adelanten ante las autoridades públicas, es decir en las 
relaciones jurídico administrativas. 
  
Adicionalmente también ha estimado que la presunción de buena fe establecida en el 
artículo superior respecto de las gestiones que los particulares adelanten ante las 
autoridades públicas, es simplemente legal y por tanto admite prueba en contrario”. 

 
De tal manera que, las resoluciones demandadas no cumplen con todas las exigencias 
legales para producir efectos, adicionalmente no especifican los periodos en los cuales se 
canceló una suma superior a que realmente correspondía, que valor se le canceló a mi 
mandante y cuál era el correcto, por lo que existiendo tales vacíos no pueden considerarse 
en título ejecutivo base de recaudado, máxime que cuando examinadas por una primera 
instancia judicial el juicio de legalidad no salió avante. 
 
Argumentado lo anterior, es claro que el INPEC ha adelantado actuaciones que contrarían 
disposiciones legales y constitucionales, por lo cual es viable y necesaria la imposición de la 
medida cautelar solicitada.  
 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2008/c-1194-08.htm#_ftn6


ii) FRENTE A LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL DEL PROCESO DE COBRO COACTIVO No. 
51/2017 ADELANTADO POR EL INPEC EN CONTRA DE MI MANDANTE 

 
La procedencia de la medida cautelar de suspensión provisional de un procedimiento o 
actuación administrativa, requiere del cumplimiento de ciertos requisitos cuando la 
solicitud difiere de la suspensión provisional. Para tal efecto, se procederá a sustentar el 
cumplimiento de cada uno de ellos: 
 
No existe otra posibilidad de conjurar o superar la situación que da lugar a su adopción 
 
Con la intención de evitar la afectación de derechos a mi mandante se han adelantado varias 
actuaciones con la finalidad de proteger o salvaguardar sus intereses de las decisiones 
arbitrarias adoptadas en su contra por el INPEC. 
 
En primer lugar, se procedió a presentar demanda administrativa a través del medio de 
control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho radicado bajo el No. 2018-00004, para 
impedir los efectos jurídicos que puede generar el contenido de las resoluciones 
demandadas requiriendo la nulidad de los mismos y el pago de ciertas sumas de dinero en 
favor de mi prohijada, el cual actualmente sigue en curso en segunda instancia en su 
despacho. 
 
A pesar de no encontrarse en firme decisión que determine la validez o no de los actos 
demandados, el INPEC inició proceso de cobro coactivo No. 501/2017 buscando con ello el 
reintegro de las sumas de dinero contenidas en Resolución No. 006184 del 2 de diciembre 
de 2016, la cual se encuentra demandada, librando mandamiento de pago con auto No. 
0139 del 6 de diciembre de 2018. 
 
Para enervar el mandamiento de pago librado y evitar la continuación del cobro ejecutivo, 
radique electrónicamente ante el INPEC escrito de excepciones de mérito, sin que las 
mismas tuvieran vocación de prosperidad, ordenando continuar adelante con la ejecución.  
 
En tales instancias, al no contar con otras herramientas judiciales para lograr la protección 
de los derechos de mi representada y evitar la ejecución emitida por la entidad, es 
procedente solicitar el decreto de esta medida cautelar.  
 
1. La demanda está razonablemente fundada en derecho 
 
Teniendo en cuenta las circunstancias propias del presente caso, en la forma como lo 
relacione en la demanda, resulta claro indicar que se ajusta a derecho la reclamación judicial 
sometida dentro del proceso No. 2018-00004, pues se encuentra fundamentada en normas 
que de forma clara y coherente permite denotar el desconocimiento de normas vigentes 
dentro del ordenamiento jurídico, así como de trámites que la misma norma señala para su 
cumplimiento, como es el caso de los cobros de las incapacidades médicas canceladas por 
el empleador al trabajador. 
 
Por ende, al contrastar los supuestos facticos con el ordenamiento jurídico resulta evidente 
la lesividad de las actuaciones adelantadas por el INPEC no solo las demandadas, sino las 
que con posterioridad ha adelantado, continuando con el desconocimiento de las normas, 
considerando ello como conductas arbitrarias y caprichosas para suplir las deficiencias 
presentadas sobre las incapacidades médicas canceladas a mi mandante.  
 
En ese sentido, al observarse que el cobro coactivo ejecutado por el INPEC recae sobre 
sumas de dinero contempladas en la Resolución 006184 del 2 de diciembre de 2016 la cual 
hasta el momento no puede producir efectos hasta que se decida sobre la nulidad 
presentada en su contra, soporta a su vez la procedencia de estas actuaciones, puesto que 
la suma cobrada a mi mandante fue recibida de buena fe exonerándola de una devolución, 
salvo que el INPEC acredite que hubiere obrado de mala fe al momento de su cobro. 
  
 



2. Que se haya demostrado la titularidad del derecho invocado 
 

Las actuaciones que hasta el momento ha adelantado el INPEC no solo dentro del medio de 
control nulidad y restablecimiento del derecho No. 2018-00004 sino las ejercidas en el 
proceso de cobro coactivo, han estado dirigidas a mi mandante, por lo cual, en su nombre 
y representación he adelantado, todas las actuaciones pertinentes para salvaguardar sus 
derechos, que considero vulnerados como se ha fundamentado hasta el momento.  
 
Siendo así, al no estar en discusión otras partes ni aspectos que requieran la participación 
de terceros, es notorio la legitimidad que posee ni prohijada para llevar a juicio lo que hasta 
el momento se ha reclamado y solicitado, encontrándose plenamente verificado tal 
requisito. 
 
3. Que se hayan presentado los documentos, informaciones, argumentos y 

justificaciones que permitan concluir que resultan más gravoso para el interés público 
negar la medida cautelar que concederla 

 
Este requisito no resulta aplicable para el presenta caso, toda vez que la demanda se 
pretende la nulidad de actos administrativos particulares, pues se encuentran dirigidos en 
contra de mi mandante y no se trata de actos de carácter general, los cuales afectan el 
interés general.  
 
4. De no decretarse la medida se ocasiona un perjuicio irremediable  
 
Sin lugar a dudas, en caso de no decretarse la medida cautelar solicitada se estaría 
facultando al INPEC la afectación de derechos hacia mi mandate por medio de las 
actuaciones adelantas en el cobro coactivo No. 051/2017, siendo ello un procedimiento que 
hasta el momento no posee suficiente motivación para su legalidad, aún más, dichas 
diligencias generan inseguridad jurídica pues se sustentan en actos administrativos los 
cuales fueron sometidos a discusión ante la jurisdicción. 
 
Además, resulta incoherente que se ejecute el cobro coactivo existiendo la posibilidad de 
que los dineros alegados adeudados no sean reconocidos judicialmente en favor del INPEC, 
pues en primera instancia el Juez declaró nulos los numerales 2 y 3 de la Resolución 006184 
del 2 de diciembre de 2016, la cual contiene los dineros que ahora se pretenden cobrar.  
 
Resulta claro que el caso de permitirse tal ejecución se puede causar un perjuicio 
irremediable contra mi mandante, a quien se le está imponiendo unas obligaciones que 
judicialmente ha sido exoneradas, al menos en primera instancia. Por lo cual, de resultar 
confirmada dicha decisión y de haber sido ejecutada dentro del proceso de cobro coactivo, 
mi mandante habrá sido enjuiciada doblemente, siendo evidente la necesidad de la 
imposición de la medida cautelar solicitada.  
  

PROCEDENCIA DE LAS MEDIDAS CAUTELARES 

 
El artículo 229 del CPACA consagra que las medidas cautelares resultan procedentes en 
todos los procesos declarativos que se adelanten ante la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo en cualquier estado del proceso y a petición de parte debidamente 
sustentada, sin que la decisión de decretarla implique prejuzgamiento. 
 
Con base en la citada normativa, se tiene que el presente proceso se tramita bajo el medio 
de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, buscando la declaratoria de nulidad 
de las resoluciones antes referenciadas y el restablecimiento de los derechos de mi 
mandante, entre ellos que no sea obligada a pagar unas sumas que dice el INPEC le pagó 
demás y por el contrario, le sean pagados de manera completa sus acreencias laborales 
sobre las que se le hicieron un cruce de cuentas, por lo cual, resulta procedente la 
imposición de las medidas solicitadas, pues el proceso referido se encuentra en segunda 
instancia, en turno para sentencia y se busca que la misma se profiera con efectividad.   



 
Con todo lo anterior, se determina la plena procedencia de las 2 medidas cautelares 
solicitadas y argumentadas con anterioridad. 
 

ANEXOS 

 
1. Copia del auto No. 0139 del 6 de diciembre de 2018 por medio del cual se libró 

mandamiento de pago dentro del proceso de cobro coactivo No. 051/2017.  
2. Copia de las excepciones propuestas en representación de mi mandante el 19 de mayo 

de 2021. 
3. Copia de la constancia de correo electrónico enviado ante la entidad demandada el 19 

de mayo de 2021.  
4. Copia del auto No. 003 del 24 de agosto de 2021 por medio del cual se ordena seguir 

adelante con la ejecución. 
5. Copia de la constancia de correo electrónico remitido por la entidad demandada al 

correo el 24 de agosto de 2021.  
 
Atentamente,  
 

 
MARÍA ANGÉLICA HERNÁNDEZ MONTENEGRO 
C.C. No. 37.123.709 de Ipiales (N) 
T.P. No. 132.698 del C. S. de la J.  
maangelicahm2016@gmail.com   
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MARÍA ANGÉLICA <maangelicahm2016@gmail.com>

RESOLUCIÓN DE EXCEPCIONES. COBRO COACTIVO INPEC.

Nicolas Gutierrez Prada <nicolas.gutierrez@inpec.gov.co> 24 de agosto de 2021, 11:30
Para: maangelicahm2016@gmail.com

Un cordial saludo. 

A través del presente correo me permito notificar el auto 003 del 24 de agosto de 2021, por medio del cual se resuelven
excepciones propuestas en contra del mandamiento de pago. En contra del referido acto administrativo procede el recurso de
reposición ante este Despacho, dentro del mes siguiente a la notificación, de acuerdo al artículo 834 del Estatuto Tributario
Nacional. 

Sin ser otro el motivo del presente, le agradezco su atención. 

Cordialmente. 
Nicolás Gutiérrez Prada
Grupo de Jurisdicción Coactiva, Demandas y Defensa Judicial 
Oficina Asesora Jurídica 
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